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 SÍNTESIS DE LOS HECHOS QUE MOTIVARON LA INVESTIGACIÓN POLICIAL 

El día 12 de febrero a las 11:30 me am el comandante de la PNP Jesús Torres 

Chang al mando de 2 patrulleros en circunstancias que realizaba patrullaje por el 

asentamiento humano Valle del Mantaro a la altura del inmueble sito en la manzana h 

lote uno procedieron a intervenir al detenido José Alejandro panta Uceda de 37 años de 

edad quien al notar la presencia policial intentó darse a la fuga siendo capturado a 2 

cuadras del lugar y al efectuarse el registro personal se encontró en su poder a la altura 

del del cinto un revólver marca Jaguar con la serie limada calibre 38 abastecido con 6 

cartuchos sin percutar y en el bolsillo posterior izquierdo sustancias parduscas 

polvorientas al parecer PBC y 2 conteniendo hierba seca al parecer mariguana motivo 

por el cual al solicitar a la central comando centro se informe sobre las posibles RQ del 

intervenido, ésta informó positivo teniendo una orden de captura por homicidio calificado 

siendo puesto a disposición de la Policía Nacional del Perú. 

Recepción a de la manifestación del detenido José Alejandro Panta Uceda con 

participación del representante del Ministerio público este narró en forma detallada cómo 

sucedió la intervención policial. 

Que, a horas 11.20 aprox, de la fecha 12FEB2010, en circunstancias que, me 

encontraba en el interior de mi cuarto alquilado, ubicado en el Valle Mantaro Mz. “H” Lote 

“1” (2do. Piso) – SJL. , tocaron mi puerta  y al abrir, no había nadie y cuando Sali al 

exterior de mi cuarto, se presentaron Cuatro (04) personas de civil, con arma en mano, 

me hicieron salir a un pasadizo y me arrodillaron y empezaron a rebuscar el cuarto, 

después fe aproximadamente unos minutos aproximado, salieron del cuarto y me 

enseñaron un arma de fuego (Pistola), me dijeron que está cargada y de inmediato, me 

bajaron del segundo piso y me subieron a un patrullero, que era una camioneta de color 

blanco, me taparon la cara y luego me trasladaron y hablaban que le llevaban a la 
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comisaria de Zarate, en el interior de la misma, me sacan droga del bolsillo izquierdo de 

mi short y el arma la tenía ellos, los policías que me intervinieron, manifestándome en 

ese momento que eso era mío. Tengo que indicar que el arma que sacaron de mi cuarto, 

no era mía y la droga que me encontraron en mi bolsillo, me la pusieron en el patrullero, 

un policía de civil que el que metió la droga en mi bolsillo en el patrullero, tengo que 

manifestar que yo no consumo ninguna clase de drogas, pero si tomo cerveza 

Que tiene conocimiento que se encontraba requisitoriado por la cuarta sala 

corporativa de procesos ordinarios reos en cárcel, por homicidio calificado al haber 

causado la muerte de un efectivo policial en una intervención al momento que lo 

trasladaban en el patrullero hacia la comisaria, pero niega que el arma de fuego que se le 

incautó en el momento de su intervención sea suya, así como las sustancias 

decomisadas aduciendo que los policías intervinientes se lo han puesto para que se 

quede 15 días en la dependencia, toda vez que indica ser una persona que no consume, 

ni vende drogas y que desde el año 2003 no portaba un arma de fuego. 



 
 

 

6  

 FOTOCOPIA DE LA DENUNCIA FISCAL  
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 FOTOCOPIA DE AUTO DE APERTURA DE INSTRUCCIÓN 
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 SÍNTESIS DE LA INSTRUCTIVA Y PREVENTIVA  

INSTRUCTIVA 

EL acusado en su declaración preventiva manifiesta que se encontraba en su 

domicilio al momento de la intervención, a horas 11.20 aprox, de la fecha 12FEB2010, , 

ubicado en el Valle Mantaro Mz. “H” Lote “1” (2do. Piso) – SJL. , cuándo tocaron la puerta  

y al abrir, no había nadie y cuando salió al exterior de su cuarto, se presentaron Cuatro 

(04) personas de civil, con arma en mano, le hicieron salir a un pasadizo y lo arrodillaron 

y empezaron a rebuscar el cuarto, después de unos minutos, salieron del cuarto y le 

enseñaron un arma de fuego (Pistola), le dijeron que está cargada y de inmediato, lo 

bajaron del segundo piso y le subieron a un patrullero, que era una camioneta de color 

blanco, le taparon la cara y luego lo trasladaron y hablaban que le llevaban a la comisaria 

de Zarate, en el interior de la misma, le sacan droga del bolsillo izquierdo del short y el 

arma la tenían los policías que lo intervinieron, manifestándole en ese momento que eso 

era suyo, manifesta que no consumo ninguna clase de drogas, pero si tomo cerveza, que 

le hicieron firmar el acta de sin tener conocimiento de su contenido, que fue golpeado en 

la cabeza por los agentes, que si el certificado medico legal muestra negativo en lesiones 

fue por que la doctora quien realizo dicho certificado no le permitió hacer ningún tipo de 

pregunta o comentario, que si hizo presente al asiste de la doctora. 

Que los efectivos en venganza colocaron el arma de fuego y la droga ya que 

mientras lo intervenían uno de ellos manifestó ser promoción del agente fallecido en el 

2003 al que él le disparo. 

 

PREVENTIVA 

El Procurador Público de Tenencia Ileal de Armas de Fuego en representación y 

defensa del Estado, no bien tomo conocimiento de los hechos interpone denuncia  y 

solicita se realice una exhaustiva investigación a fin de establecer la comisión del delito y 

la responsabilidad a que hubiera lugar, que no conoce al acusado. 
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Por su parte la Procuradora Pública del Tráfico Ilícito De Drogas manifestó: Qué 

en nombre y representación del Estado, hace suyas tanto las conclusiones del Atestado 

Policial de autos, como la denuncia formulada por el señor Fiscal, por cuyos méritos el 

Juzgado ha ordenado abrir instrucción contra PANTA UCEDA JOSÉ ALEJANDRO, por 

delito de tráfico ilícito de drogas, en agravio del Estado. 

 

Asimismo expresa que: “ la reparación civil como consecuencia proveniente del 

hecho punible que se instruye, busca la reparación del daño ocasionado a la víctima, y 

no obstante a la naturaleza y la gravedad del delito, la reparación civil no se debe 

determinar en función a la gravedad del mismo”, como ocurre con la pena sino a partir de 

los efectos producidos por él mismo; como también en fusión al Principio del Daño 

Causado y para el caso de Autos, la parte civil solicitada por concepto de Reparación 

Civil la suma de Dos Mil Nuevos Soles. 

 

Porque además estando al principio de lesividad, el hecho punible que se instruye 

ha lesionado el bien Jurídico que precede a la vida, como es la Salud Pública, por lo que 

resulta prevalente frente a otros bienes jurídicos y en razón a ello la reparación civil a 

fijarse debe ser demostración de autoridad y seguridad jurídica como un resarcimiento 

real a la víctima 
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 PRINCIPALES PRUEBAS ACTUADAS 
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 FOTOCOPIAS DE: 

VI.I  LA ACUSACIÓN FISCAL 
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 SÍNTESIS DE LOS ALEGATOS 

 

Pedro Ángel José de las Casas Cravero, Procurador Público a cargo de los 

Asuntos Judiciales del Ministerio del Interior, manifiesta que para el caso de autos es de 

tenerse en cuanta, el “delito contra la Seguridad Pública –Tenencia Ilegal de Armas, se 

precisa que, la sola posesión de arma resulta suficiente para la consumación del delito de 

tenencia ilegal de arma de fuego; por cuanto la doctrina enseña que al ser una figura que 

representa un peligro» abstracto para la sociedad y el Estado en su conjunto, no hace 

falta la producción de un resultado concreto y dañoso sino que con la simple tenencia se 

perfecciona tipo penal contenido en el artículo 279° del Código Penal. “En el mismo 

orden de ideas, es del caso precisar que la seguridad pública, es el conjunto de 

condiciones garantizadas por el orden público”, necesarios para la seguridad de la vida, 

de la integridad personal y de la salud, como bienes de todo y cada uno, independiente 

de su pertenencia a cada persona, “siendo el concepto de peligro común aquel en el que 

las posibilidades de dañar bienes jurídicos se extiende a un número indeterminado de 

personas que son los titulares de ellos, amenazada a los de toda una comunidad o 

colectividad”, el Juzgador debe tener en consideración los artículos 1, IX del título 

preliminar, 45,46,92,93 y 279° del Código Penal vigente, y realizar una interpretación 

sistemática y teleológica de los referidos preceptos, para que de esa manera pueda 

determinar individualizar la pena y reparación civil de manera correcta, y garantizar la 

observancia del ordenamiento jurídico penal, al margen de la pena principal del imponga 

al procesado, su Despacho deberá fijar la Reparación Civil, superior a la suma de 

S/.2,000.00 (DOS MIL NUEVOS SOLES) a cada uno, acorde a la con la gravedad de los 

daños y perjuicios ocasionados en el Estado agraviado, de conformidad con el Art. 93° 

del Código Penal Vigente, de allí que si el juzgador llegara a fijar un monto igual o menor 

a dicha suma el Estado vería frustrada la posibilidad de ser indemnizado en su magnitud. 

La doctora Sonia Raquel Medina Calvo, quien es Procuradora Pública a cargo 
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de los Asuntos Judiciales del Ministerio del Interior, relativos a Tráfico Ilícito de Drogas, 

manifiesta que la “responsabilidad penal del procesado, se encuentra acreditado con el 

Acta de Registro Personal y Comiso de Drogas”, que corre a fojas 14 de autos, elaborado 

In Situ al momento de la intervención policial. Acta que no ha sido susceptible de tacha 

alguna, manteniendo su valor probatorio, mediante el cual personal policial al efectuarle 

el registro personal le encontró en su poder dos tipos de drogas 06 envoltorios tipos 

ketes contenidos en su interior Pasta Básica de Cocaína y dos paquetitos conteniendo en 

su interior Mariguana, conforme al resultado del análisis químico preliminar que obra a 

fojas 16 de autos; el hecho que el procesado alegue ser consumidor, no enerva que no 

sea micro comercializador de drogas, ya que las drogas se encontraban acondicionadas 

para su venta, es menester valorarse la conducta del procesado, la forma y 

circunstancias cómo fue intervenido, debe también tenerse en cuenta que el delito de 

TID, es una infracción de PELIGRO ABSTRACTO donde el delito se consuma con la sola 

posesión de la droga con fines de comercialización, resultando indiferente si la venta se 

concreta o no. 

Que, está procuraduría en atención al delito instruido NO ESTÁ DE ACUERDO 

del Dictamen presentado pues Representante del Ministerio Público EN EL EXTREMO 

qué opinas NO HABER MÉRITO PARA FORMULAR ACUSACION FISCAL contra la 

procesada por “el delito contra la Salud Pública - Tráfico Ilícito de Drogas - MICRO 

COMERCIALIZACIÓN en agravio del Estado”, ya que por hechos similares fue 

procesado ante el 32 juzgado penal de Lima, Expediente n°200-2003; el derecho 

Penal constituye un medio de control social que sanciona aquellos comportamientos qué 

lesionan o ponen en peligro el bien Jurídico protegido que es la salud Pública, sin 

embargo pese a existir suficientes pruebas de cargo contra él procesado sobre su autoría 

y responsabilidad Penal en el Ilícito Contra la Salud Pública, resultando beneficioso 

para el antes nombrado obtener un fallo de la naturaleza qué opina el Dictamen 
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presentado «por el Representante del Ministerio Público», favoreciéndose de esta 

manera que se sustraiga de responder Penalmente, y cuyo Modus Operandi se 

demuestra en el accionar delictivo el de expender drogas al menudeo, por lo que en el 

extremo de la Reparación Civil, en aplicación del Art. 57 del Código de Procedimientos 

Penales SOLICITÓ que se fije la suma de TRES MIL NUEVOS SOLES a favor del 

Estado, y esperando que con buen criterio el A QUO resuelva en forma favorable a favor 

del Estado. 

Presentado los Alegatos de la defensa técnica del acusado en la que concluye 

que se ha destruido la acusación fiscal contra de la persona JOSE ALEJANDRO PANTA 

UCEDA, pues se ha probado que el arma de fuego encontrada no fue requisada a su 

persona ni en posesión de la misma, y mucho menos que haya realizado disparos con 

armas de fuego, pues, con el resultado pericial NO SE PUEDE DETERMINAR 

FEHACIENTEMENTE QUE MI PERSONA HAYA AFECTUADO DISPAROS, ya que no 

confluyen los 03 elementos químicos: PLOMO, ANTIMONIO Y BARIO, en forma 

conjunta, y no se puede argüir que ha tenido en su poder el arma de fuego o que ha 

hecho disparos con dicha arma. 

Aunado a ello, que la droga decomisada en mínima cantidad fue sembrada por la 

misma policía cuando era transportado en el patrullero a la delegación policial y que de 

«conformidad con el artículo 277 del código Procedimientos Penales », Solicitó, con todo 

el respeto que su Honorable Judicatura se merece», la ABSOLUCION DEL CARGO 

IMPUTADO POR EL MINISTERIO PÚBLICO, por cuánto durante la instrucción, ha 

quedado FEHACIENTEMENTE probado que se me excluye la responsabilidad penal 

en los hechos materia de este proceso penal, que se ha destruido la imputación fiscal, ya 

que no existe ninguna prueba plena que acredite los hechos imputados, existiendo duda 

razonable de la comisión del cargo imputado por el representante del Ministerio Publico. 
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 FOTOCOPIA DE LA RESOLUCIÓN DELA SALA SUPERIOR 
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 SINTESIS DE LA APELACIÓN DE SENTENCIA 

 

La defensa técnica del acuso presenta en los siguientes términos su recurso de 

apelación:  

Respecto al «extremo del monto fijado por reparación civil dicho monto lo 

consideramos desproporcionado frente a la magnitud del daño causado con la conducta 

delictiva del procesado que la reparación civil en el presente caso está determinado por 

la existencia de un daño causado» por el ilícito penal cuya responsabilidad le 

corresponde al procesado en el presente caso el daño ha sido a una entidad suficiente 

que ha motivado la intervención policial y la reacción del accionar de su representada por 

intermedio de la PNP en ese extremo de considerar además la operatividad de la citada 

arma y municiones la cual debe tenerse en cuenta para ameritar la Real capacidad de 

peligro ontológico que puede tener en qué aplicación del principio de lesividad también, 

se debe tener en cuenta que el concepto de la reparación civil como tercera vía del 

derecho penal. 

 

«La reparación del daño no solo es una cuestión meramente jurídico civil» sino 

que contribuyen esencialmente también a la concepción de los fines de la pena,  tiene un 

efecto resocializador pues obliga a que el autor del delito tome conciencia respecto de la 

conducta ilícita que cometió para asimilarla como una conducta reprochable, de este 

modo se garantiza que no vuelva a cometerla ,por lo que, hace necesaria la imposición 

de una reparación civil que concientice el procesado respecto del delito que cometió para 

que en el futuro no se vuelva a repetir dicha conducta ilícita, lo cual siempre es un peligro 

latente para la sociedad y la paz pública por lo que se solicita que se fije un montón 

menor al fijado. 
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 FOTOCOPIA DE LA RESOLUCIÓN DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DEL 

PERÚ 
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 DIEZ JURISPRUDENCIAS DE LOS ÚLTIMOS 10 AÑOS CON INDICACIÓN DE LA 

SUMILLA DE EXPEDIENTES QUE HUBIEREN SIDO RESUELTOS POR EL 

ÓRGANO JURISDICCIONAL Y COMPETENTE CON LA INDICACIÓN DEL 

EXPEDIENTE, SU NÚMERO Y EL AÑO, SISTEMA PROCESAL PENAL MIXTO. 

 

1.  

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

SALA PENAL PERMANNETE 

RECURSO DE NULIDAD N°1522-2017 – LA LIBERTAD 

SUMILLA: “El tipo delictivo del artículo 279-G, del primer párrafo, del Código 

Penal, según Decreto Legislativo 1244, es de carácter mixto alternativo- 

gramaticalmente estos tipos penales se caracterizan por la ausencia de la 

conjunción (o), que expresa diferentes modificaciones del tipo, todas ellas de igual 

valor y enumeradas en forma casuística, las que carecen de propia independencia 

y, por ello, son permutables entre sí, debiendo ser determinadas en el proceso 

alternativamente. Comprende varias conductas delictivas y varios objetos 

materiales”.  

2. “La tenencia es un en un sentido amplio puede realizarse tanto cuando se lleve 

el arma fuera del propio domicilio (que es lo que se conoce como - porte), como 

cuando se posee dentro del mismo (tenencia-en ese sentido estricto)”.  

3. “El usar el arma de fuego consiste en la capacidad o posibilidad de ejecutar, 

manipular o utilizar el arma de fuego disparando, que es por cierto una conducta 

más intensa y de mayor producción proyección”.  

4.  “Adicionalmente no sólo se requiere la situación posesoria mínima del arma 

(corpus rem anttingere)- es suficiente la simple detentación, sin que sea necesaria 

la propiedad, además es exigible la facultad o posibilidad de disposición o de 

utilizar cualquiera que sea la duración del tiempo que permita su utilización 
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(ánimus detinendi). Se excluyen los supuestos llamados de tenencia fugaz cómo 

serían los de mera detentación o examen, reparación del arma de simple 

transmisión a terceros”. 

 

2.  

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

SALA PENAL TRANSITORIA 

RECURSO DE NULIDAD N°2984-2013, CALLAO 

SUMILLA: “El que la prueba de absorción atómica practicada diera como 

resultado positivo para plomo y negativo para antimonio y bario, carece de 

relevancia cuando el delito se imputa es el de la tenencia ilegal de arma de 

fuego.” 

3.  

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

SALA PENAL PERMANENTE 

RECURSO DE NULIDAD N°1082-2019 – LIMA NORTE 

SUMILLA: “El delito de tenencia ilegal de armas es de peligro abstracto y, por 

ello, no es necesaria la existencia de un daño concreto. Poseer un arma sin 

autorización genera peligro en la sociedad y afecta la seguridad ciudadana y 

pública”.                                                                                                                                                                      

4.  

COAUTORIA POR TENENCIA COMPARTIDA EN EL DELITO DE POSESION 

ILEGAL DE AMRAS DE GUEGO 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

SALA PENAL PERMANENTE 

RECURSO DE NULIDAD N°1970-2017 – LA LIBERTAD 

SUMILLA: “El delito El delito de tenencia ilegal de armas de fuego es considerado 
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como de propia mano, puesto que lo comete quien goza de la posesión del arma; 

ello no impide considerar que el arma pueda ser utilizada o pertenecer a 

diferentes personas, o incluso, estar a disposición de varios con indistinta 

utilización, supuesto en el que todos aquellos responderían como coautores del 

delito, siempre, que conocieren de su existencia, y la tuvieran a disposición”. 

5.  

BASTA LA POSESIÓN MEDIATA PARA SU CONFIGURACIÓN 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

SALA PENAL PERMANENTE 

RECURSO DE NULIDAD N°345-2018 – LIMA ESTE 

SUMILLA: “El delito de tenencia ilegal de armas es uno de mera actividad. Su 

consumación se produce con la posesión de un arma de fuego ilegal sin la 

autorización expedida por la Superintendencia Nacional de Control de Servicios 

de Seguridad, Armas, Municiones y Explosivos de Uso Civil”.                                                                                                                                                                       

6.  

PRUEBA SUFICIENTE PARA CONDENAR 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

SALA PENAL PERMANENTE 

RECURSO DE NULIDAD N°1173-2018 – LIMA ESTE 

SUMILLA: “Está probado que el imputado huyó en su vehículo que conducía ante 

la presencia policial –lo que de por sí es relevante como indicio antecedente y de 

mala justificación–, el cual fue perseguido y capturado, –él tenía la posesión del 

vehículo y la disponibilidad de lo que en el coche existía– se halló un revolver, una 

granada y cartuchos. Además, en su propia casa se encontraron varios cartuchos, 

lo que, por lo demás, lo vincula con la primera ocupación de un revólver, un 

explosivo lacrimógeno y varios cartuchos”.          
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7. 

CAUSAL DE PRUEBA NUEVA - PERICIA DE ABSORCIÓN ATÓMICA EN EL 

DELITO DE TENENCIA ILEGAL DE ARMAS 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

SALA PENAL PERMANENTE 

REVISION DE SENTENCIAN°62-2019 - LIMA SUR 

SUMILLA: “La pericia de absorción solo determina que las manos del recurrente 

no presentaron restos de bario y antimonio, luego de seis horas de su 

intervención policial. Es, en sí misma, inconducente para acreditar su teoría 

defensiva de sembrado de arma de fuego”.     

8. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

SALA PENAL PERMANENTE  

RECURSO DE NULIDAD N°1232-2010- LORETO 

SUMILLA: “Que, la comisión del delito de tenencia ilegal de arma de fuego es una 

figura de peligro abstracto; que, la propiedad, posesión o mero uso del arma sin 

encontrarse autorizado administrativamente, no puede ser el único sustento para 

efectuar un juicio de reprochabilidad de la conducta del agente. (…). 

“El verbo rector en el delito de tenencia ilegal de armas de fuego requiere «… 

tener en poder… armas…», lo cual de un lado exige un dominio o posesión 

permanente de un arma y correlativo a ello el ánimo de usarla a sabiendas que se 

carece de la licencia por parte de la Dirección General de Control de Servicios de 

Seguridad, Control de Armas, Munición y Explosivos de uso civil -Discamec-, 

excluyéndose por exigencias de razonabilidad, el uso momentáneo y necesario 

para conjurar un peligro -circunstancia de necesidad apremiante-; sin embargo, la 

definición de tenencia a su vez remite a la teoría de la posesión que explica la 

Doctrina del Derecho Civil, exigiéndose la concurrencia de elementos 
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tradicionales del acto físico de la tenencia de la cosa junto al ánimo de 

conservarla para sí. Este ilícito por ser también un delito de acción, requiere de un 

mínimo de continuidad en lo posesión de armas, que implica no sólo la relación 

material del agente con tal instrumento, sino la conciencia y voluntad de que la 

tenencia se produce sin las licencias autoritativas correspondientes. De esto se 

advierte, que la relación material entre la posesión del arma no debe suceder de 

manera esporádica y circunstancial pues la tenencia fugaz y momentánea, se 

halla excluida del tipo penal submateria”.     

                                                                                                                                                                      

9.  

ES NULA SENTENCIA CONDENATORIA SI NO SE LOGRÓ DETERMINAR A 

LOS AGRAVIADOS 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

SEGUNDA SALA PENAL TRANSITORIA  

RECURSO DE NULIDAD N°1357-2015 – LIMA 

SUMILLA: “No se ha logrado determinar a los presuntos agraviados, lo que 

directamente afecta el principio de lesividad, ya que ello es presupuesto necesario 

para determinar la supuesta lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos 

tutelados por ley; en ese sentido, no se encuentra acreditada la materialidad del 

delito de robo agravado”.              

                                                                                                                                                             

10.  

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

SALA PENAL TRANSITORIA 

RECURSO DE NULIDAD N°630-2017 – AYACUCHO 

SUMILLA: “Los hechos materia de imputación ocurrieron dentro del término de 

vigencia de tía otorgada por la ley número 28684 de lo que se colige entonces, 
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que la tenencia de armas por parte de los acusados en su condición de miembros 

de La Ronda Campesina de la base de Sacshacancha era legítima. En cuanto a 

la tenencia de las mechas para explosivos no se ha determinado su idoneidad, 

por lo que su sola posesión no determina el delito imputado. Respecto a las 

retrocargas marca Winchester, estas no fueron halladas en poder de ninguno de 

los acusados, por tanto, no se le puede atribuir la tenencia ilegal de las mismas. II. 

En cuanto al delito de secuestro la sindicación no guarda coherencia ni fue 

corroborada, por lo que no se ha enervado con prueba suficiente la presunción de 

inocencia, la actividad probatoria al respecto no ha sido uniforme ni reiterativa; 

además en autos no obra otra prueba que acredite sin duda alguna la 

participación de cada uno de los acusados en el evento incriminatorio. III. 

Respecto al delito de lesiones graves, en cuanto a los acusados Martín Anastasio 

Rojas Torpoco, Victoria Sánchez Hilario, Lourdes Hermelinda Figueroa Muñoz, 

Nancy Fidelina Figueroa Muñoz y Héctor Víctor Martínez rojas la sindicación del 

agraviado no ha sido uniforme ni reiterativa, por lo que lo resuelto en estos 

extremos se encuentra arreglado a ley. IV. En lo atinente a la imputación contra 

Pedro Abilio Astacuri García, la Sala Superior no ha  efectuado una debida 

apreciación de los hechos materia de inculpación ni ha compulsado 

adecuadamente la prueba actuada para establecer con certeza su grado de 

responsabilidad o irresponsabilidad, por lo que es necesario que se realice un 

nuevo juicio oral”.           
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 DIEZ DOCTRINAS ACTUALIZADAS, COMENTADAS (UTILIZAR EL ESTILO APA 

ÚLTIMO), EN LAS DOCTRINAS CITADAS DEBEN FIGURAR EL 

COMENTARIO PERSONAL DE ÉSTAS 

 

1. Diaz García , y otros, (2012). “La infracción de fabricación o tenencia 

ilegal de armas o explosivos se encuentra tipificada en el artículo 279° del 

Código Penal” en los siguientes términos: 

“El que, ilegítimamente, fabrica, almacena, suministra o tiene en su poder 

bombas, armas, municiones o materiales explosivos, inflamables, 

asfixiantes o tóxicos o sustancias o materiales destinados para su 

preparación, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 

seis ni mayor de quince años.” «Sin embargo, en el caso de los 

adolescentes infractores de la ley penal no se aplica la pena prevista en el 

Código Penal sino las medidas socioeducativas previstas en el Código de 

los Niños y Adolescentes». 

 

2. Citando a Perez & Merino, (2016), quienes señalan como concepto del 

delito de Tenencia Ilegal de Armas lo siguiente “La tenencia de armas, por 

otro lado, se vincula a disponer de armamento. La ley estipula las 

condiciones para poseer armas: aquella persona que viola las normas, 

estará incurriendo en un delito por tenencia ilegal de armas.” 

 

3. Bascur, (2017), menciona  "Las armas de fuego no son tan sólo, según 

la lógica de la Ley de Armas, el instrumento del -delincuente, sino 

también -prototipos de la comisión de delitos- en las manos 

del ciudadano medio que cae en una pelea, que quiere defenderse o 
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que, sencillamente, emplea su arma de forma descuidada”. NESTLER, 

Cornelius, “El principio de protección de bienes jurídicos y la punibilidad 

de la posesión de armas de fuego y de sustancias estupefacientes”, 

Trad.: BENLLOCH, Guillermo, en: ROMEO CASABONA, Carlos (Director), 

La insostenible situación del Derecho Penal, Granada: Editorial 

Comares, 2000, p. 68. 

 

 

4. Covera, (2018) Citando Diaz, (1991) señala que  “El hecho de exhibir 

ostensiblemente el arma resulta tan significativo como sostener o manejar 

los efectos de lograr la intimidación de la víctima. La presencia del arma, 

en tales condiciones, representa un argumento tan convincente como el 

de encañonar con ella. Entre ambas secuencias media una dimensión tan 

efímera que sólo la separan décimas de segundos”. 

 

5.  Para Castillo ,(2019) en su tesis “EL USO DE ARMAS APARENTES EN 

EL DELITO DE ROBO” cuando cita al  jurista Scime, (1994) al decir con 

esclarecedora dialéctica que “la amenaza con un arma de fuego, es el 

medio utilizado por el autor para doblegar a su víctima con la seguridad o 

casi seguridad que la presencia del arma, en mano u en otra parte del 

cuerpo visible y amenazadora, bloquea psicológicamente aún al más 

vencedor de los luchadores o al más rápido accionante, sin posibilidad 

alguna de éxito en cualquiera de sus intentos defensivos”·. 

 

6. Cipolla, (2017) “Las máquinas del tiempo y de la guerra. Estudios sobre la 

génesis del capitalismo: El arma de fuego es un dispositivo destinado a 

propulsar uno o múltiples proyectiles mediante la presión generada por la 



53 

combustión de un prepelente. De este modo, se excluyen dentro de este 

término los dispositivos que lanzan proyectiles por medio de un gas 

previamente comprimido. Como toda arma, su función original y más 

común es provocar la muerte o la incapacitación casi instantánea de un 

animal o humano; en el caso de las armas de fuego, estas pueden hacerlo 

desde cierta distancia, variable según el tipo de arma y las circunstancias”. 

La tenencia Ilegal de Armas de fuego es: “una figura de peligro 

abstracto pues no es necesario la producción de un daño concreto, pues 

se entiende que resulta peligroso para la sociedad la posesión de armas 

sin contar con la autorización administrativa correspondiente. El tipo penal 

de tenencia ilegítima de armas de fuego es un delito que no requiere para 

su consumación resultado material alguno; por ello es un delito de peligro 

abstracto, en la medida en que crea un riesgo para un número 

indeterminado de personas, en cuanto el arma sea idónea para disparar, y 

solo requiere el acto positivo de tener o portar el arma, considerada algo 

ilícito, sin tener la autorización correspondiente. Así mismo el delito de 

tenencia ilegal de armas de fuego, se presume que al portar ilegalmente 

un arma de fuego implica de por sí un peligro para la seguridad pública. 

Por lo tanto, el delito de peligro abstracto conlleva una presunción juris 

tantum”; «pues si bien portar armas implica un peligro común para la 

sociedad, es necesario también verificar si se dio o no el resultado de 

peligro». 

7. Chavez Carrasco, (2019)  en su tesis de investigación nos dice que (…)«

El tipo penal del delito de tenencia ilegal de armas, exige la posesión 

ilegal, ilegítima o fuera de la ley, de un arma de fuego o cualquier otro 
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material explosivo. La ilegitimidad implica la posesión sin el documento o 

cualquier otro instrumento legal que acredite su legitimidad posesoria. Si el 

procesado, al momento de su detención, contaba ya con una licencia para 

portar armas, expedida por la autoridad correspondiente, así no la haya 

tenido aún en su poder al momento de su detención, no realiza la 

conducta exigida por el tipo objetivo del delito». 

 

“ Al encontrase el tipo penal de tenencia ilegal de armas dentro del 

rubro genérico de los delitos contra la seguridad pública, se entiende que 

las acciones típicas que lo perfeccionan son todas aquellas generadoras 

de un peligro común, tanto en sentido abstracto como concreto; por lo que 

debe de señalarse que en el delito anotado se 8 reprime la sola tenencia 

de arma en forma ilegítima, ilegitimidad que se ve materializada en el 

comportamiento del procesado al portar el arma de fuego sin la respectiva 

licencia. No se configura el delito de tenencia ilegal de armas, pues el 

inculpado sí poseía licencia para el manejo de su arma y la no renovación 

de la misma a la fecha en que sucedieron los hechos conlleva a una 

irregularidad de carácter administrativo, no pasible de sanción penal, toda 

vez que su posesión sí es legítima; por lo que es procedente absolverlo de 

la acusación fiscal por el delito previsto en el artículo 279 del Código 

Penal” 

 

8. EL la Revista Jurídica Lex el Profesor Guevara, (2015) citando al profesor 

Carrion Eguiguren, (1979): “La tenencia implica un contacto de la persona 

con la cosa, deriva del verbo tener que, en su primera acepción significa 

asir o mantener asida una cosa. Si a la tenencia se le agrega un elemento 

intencional en virtud del cual la persona se comporta como dueña de la 
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cosa, surge la posesión respecto de esa cosa”. 

 

9. En su investigación Silva Castro, (2019) menciona que el Perú, “…pone 

en riesgo la vida, salud, integridad y el bienestar de los ciudadanos, sin 

distingo de condición social, cultural o económica, afecta a todos, más aún 

en jóvenes que sigue siendo el sector poblacional más vulnerable y 

vulnerado”.  

 

Se suele pensar que para controlar la compra o adquisición de armas de 

fuego por particulares se debe recurrir a una legislación estricta y a penas, 

más severas. 

 

«Para el penalista Julio Rodríguez, el artículo 279 del Código Penal 

pueda estar sujeto a interpretaciones. Dijo que si una persona adquirió su 

arma de manera lícita o a través de una herencia o compra-venta», pero 

no regularizó con el permiso de Sucamec “estaría cometiendo un delito”. 

En su opinión, este escenario solo debería considerarse como una 

infracción de carácter administrativo. 

 

10. La doctora Villegas Díaz , (2020), “define que los delitos de tenencia y 

porte ilegales de armas de fuego y municiones se presentan en el Derecho 

Penal Chileno como delitos de peligro abstracto para la seguridad 

colectiva. La legislación comparada muestra una tendencia a punir en 

forma separada los delitos de posesión de armas y municiones de 

aquellos que suponen su porte sin autorización, en algunos casos con 

penas más graves para este último y en otros casos con las mismas 

penas”.  
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“Como podemos dilucidar la legislación chilena también opta por 

esto último, presentándose ciertas dificultades a la hora de aplicar los tipos 

penales especialmente en lo que dice relación con la delimitación del 

objeto material y la puesta en riesgo del bien jurídico, así como con la 

determinación de la pena en aquellos delitos en los que se ha hecho uso 

de un arma de fuego. Se estudian estos aspectos con base en doctrina y 

jurisprudencia”. 
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 SÍNTESIS ANALÍTICA DEL TRÁMITE PROCESAL EN EL SISTEMA PROCESAL 

MIXTO. 

 

Del análisis de los hechos se le imputa a José panta Uceda el delito de 

Tenencia Ilegal de Armas, toda vez que con fecha 12/02/2010, cuando el personal 

policial realizaba un patrullaje por inmediaciones de la manzana H, lote 1, 

Asentamiento Humano  El Mantaro- San Juan de Lurigancho, observaron en el 

lugar al procesado en actitud sospechosa quien al notar la presencia policial 

pretendió darse a la fuga, motivo por el cual fue capturado y al realizarse el registro 

personal se halló en su poder un revolver marca Jaguar calibre 38 sin número de 

serie abastecido con 6 cartuchos sin percutar careciendo de licencia de 

DISCAMEC, siendo el resultado de Bali listica forense número 2811-2817-10 que 

tanto el arma como las municiones se encuentran en estado regular y normal 

funcionamiento. 

 

En cuanto al «delito de micro comercialización de drogas» se tiene de lo 

actuado que el día de su intervención, se le encontró en posesión de 6 envoltorios 

de pasta básica de cocaína y 2 envoltorios de mariguana los cuales arrojó arrojaron 

un peso neto de 0.6 y 3 grs respectivamente conforme se aprecia del resultado 

preliminar de análisis químico, sin embargo no existe alguna evidencia, que permita 

deducir que dicha posesión hubiera estado destinado para su micro 

comercialización, ya que no existe consumidor o testigo que le haya atribuido tal 

conducta y menos aún, ha sido sorprendido en actitud sospechosa de venta de 

drogas por lo que de conformidad con lo opinado con el representante del 

Ministerio público deberás sobreseerse la causa en ese extremo. 

 

Que en la sentencia ha quedado demostrado la responsabilidad de José 
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Alejandro pantalla será por la comisión del delito de Seguridad Pública peligro 

común tenencia ilegal de armas en agravio del Estado máxime si este fallo no ha 

sido apelado en ese extremo en consecuencia está establecido el factor de 

atribución hacia el sentenciado como el causante del daño irrogado a la parte 

agraviada. 

 

 Respecto a la extensión de la reparación civil, se debe ponderar que el 

ilícito de «tenencia ilegal de armas de fuego es un delito de peligro abstracto en el 

cual por el solo hecho de portar un arma de fuego implica un peligro para la 

Seguridad Pública sin que sea necesario verificar en la realidad si se dio o no tal 

resultado del peligro«» y estando además en que en autos se advierte que Panta 

Useda registra antecedentes judiciales de cuya lectura se verifica que ha sido 

sentenciado por el delito de homicidio calificado a 15 años de pena privativa de 

libertad efectiva habiendo egresado del penal porque le concedieron el beneficio 

penitenciario de semi libertad sin embargo esta condena no ha sido suficiente para 

que el procesado acate las normas sociales más bien con la comisión de este ilícito 

penal tenencia ilegal de armas evidencia un menosprecio a los bienes jurídicos Es 

por ello y debido a que la reparación civil también tiene un efecto resocializador en 

el presente caso corresponde aumentar la misma de lo expuesto en los párrafos 

precedentes se puede concluir que el delito cometido acarrea como consecuencia 

no sólo la pena sino también da lugar al surgimiento de la responsabilidad civil por 

parte del autor dado que su conducta ha producido daño al estado por lo que en 

aplicación de lo dispuesto en el artículo 93 el Código Penal el monto de la 

reparación civil deberá ser fijado hay una tensión a la magnitud del daño. 

 

Por lo que la sala « para los efectos de la determinación de la pena se ha 

tomado en cuenta las condiciones personales del agente su cultura costumbres la 
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forma y circunstancias de la comisión del delito», aunando al hecho de que éste 

registra antecedentes conforme se verifica del respectivo certificado de 

antecedentes penales por lo que debe «imponerse una sanción acorde a las 

funciones preventivas y proteccionistas de la pena antes señalada» optando por 

una de carácter efectiva «orientado en el sistema basado en la retribución 

proporcional al injusto culpable sí mentado en criterios de prevención general que 

parece que es de fijarse la reparación civil debe tenerse en cuenta lo dispuesto por 

el numeral 93 del Código Pena» esto es la indemnización de los daños y perjuicios 

ocasionados debiéndose además tener en consideración la capacidad económica 

del acusado siendo esto así se colige que la conducta del acusado pantalla 

encuadra dentro del supuesto artículo 279 del Código Penal siendo igualmente de 

aplicación lo preceptuado en los artículos 612234546479293 del citado Código 

Penal concordado con los numerales 222,283 y 285 del código de procedimientos 

penales. 
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 OPINIÓN ANALÍTICA  DEL TRATAMIENTO DEL ASUNTO SUB - MATERIA 

(PERSONAL). 

 

Revisando proceso materia de análisis se tiene que durante el desarrollo del 

proceso se demostró plenamente la responsabilidad penal del sentenciado 

estableciéndose su autoría en «la comisión del delito de tenencia Ilegal de Armas», 

mas no en el de Tráfico ilícito de drogas ya que en ese extremo no se logró probar 

que dicha posesión haya estado destinada a su comercialización, no 

encontrándose consumidor o testigo. 

 

Esta demostrado que tanto la sentencia de primera y segunda instancia cumple 

con la debida «motivación de las resoluciones judiciales adecuadas a las 

condiciones legales de la materia al expresar en los fundamentos en que se 

sustenta justificando suficientemente la determinación de la condena impuesta al 

agente». 

 

 sin embargo es menester de emitir pronunciamiento sobre el monto fijado de la 

reparación civil al respecto debe precisarse que los elementos o requisitos para 

establecer la responsabilidad civil se encuentra en cualquier supuesto de 

responsabilidad civil extracontractual mente y siendo reparación civil ex de lito una 

especie está le son aplicables cabe resaltar que el daño causado que importancia 

es tal que se afirma la siguiente él se entiende por daño a la lesión a todo derecho 

subjetivo del derecho a la Seguridad Pública donde el «delito de tenencia ilegal de 

armas constituye un peligro abstracto en el cual se presume iuris tantum que el 

portar ilegalmente un arma de fuego implica por sí un peligro para la Seguridad 

Pública, sin que sea necesario verificar si en realidad se dio o no tal resultado de 

peligro» en el cual se acredita con el resultado del dictamen pericial de balística 
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forense con cual «concluyó que se encontraba en regular estado de conservación y 

normal funcionamiento» además el sentenciado no es primario en la comisión del 

delito doloso como demuestra el certificado de antecedentes judiciales donde se 

aprecia que fue sentenciado el día 03/10/2005 por la comisión del delito contra la 

vida el cuerpo y la salud homicidio calificado habiéndose egresado del 

establecimiento penitenciario porque le concedieron beneficio de semi libertad 

dicha condena fue merituado al evaluar su calidad personal y a que se ha rebelado 

contra las normas sociales cuya validez la quedó clara por medio del cumplimiento 

de la pena impuesta ante la mente coligiéndose que dicha sanción no lo ha 

conducido a llevar a un comportamiento social adecuado sujeto a derecho por lo 

tanto si aprecia un menosprecio a ser bien jurídico vulnerado debe meditar si 

además que «los únicos criterios a tener en cuenta para determinar el monto de la 

reparación civil son la entidad y la magnitud de los daños causados bajo el principio 

de reparación integral». 

 

En materia penal el objeto procesal es doble: penal y civil, debemos tener 

presente que la reparación civil origina la obligación de reparar el «daño causado 

por un ilícito penal debiendo entenderse por daño civil como aquellos efectos 

negativos que derivan de la lesión de un interés protegido es bajo este contexto 

que nuestro proceso penal cumple con uno de sus roles primordiales» que viene a 

hacer la «protección de la parte agraviada y aseguramiento de la reparación de los 

derechos afectados por la comisión del delito cuya virtud garantiza la satisfacción 

de intereses que el Estado no puede dejar sin protección en atención a lo expuesto 

y analizando los autos se advierte». 
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I. SÍNTESIS DE LA DEMANDA. 

 

El 9 de diciembre del 2009 la señora JENNY MOSTACERO MIO, presento 

su escrito de demanda sobre OTORGAMIENTO DE ESCRITURA PÚBLICA en 

contra del SINDICATO DE TRABAJADORES DEL MERCADO LIBERTAD 

MIRAMAR, del distrito de San Miguel, Lima, a fin de que estos cumplan con 

otorgarle al escritura pública de compraventa  del inmueble constituido por un 

puesto de venta 20 A número 61 y que con la independización y reglamento 

interno, según testimonio  suscrito ante Notario Publio de Lima se denominaría a 

partir de la suscripción de la misma PUESTO T,  en el indicado mercado, veta que 

fuera hecha por el citado Sindicato. 

 

Mediante contrato privado de compraventa de  setiembre de 1994, la 

señora  Mostacero adquirió el derecho real de propiedad del puesto de venta  20A 

(según independización puesto T) en el Mercado Libertad-Miramar , por el precio 

de siete mil dólares americanos según  se  aprecia en la cláusula segunda del 

referido contrato de compra-venta y como cuota inicial se abonó la suma de  mil 

quinientos dólares americanos y el saldo se debía de cancelar  a razón de 

doscientos dólares americanos mensuales.  

 

Que hasta la fecha el demandante abono a totalidad del precio pactado, si 

bien es cierto las cuotas no han sido abonadas necesariamente a razón de 200 

dólares mensuales, pero con la aquiescencia del demandado le han sido 

otorgado recibos, cada vez que ha realizado el abono.  
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A pesar de ello y de, manera continua se ha requerido al demandado y a 

su representada para que cumplan con la formalización del derecho de propiedad 

y le otorguen la escritura pública, ya que a la fecha la propiedad seguía a nombre 

de la institución vendedora. 
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II. FOTOCOPIA DEL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA. 
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III. SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA – TACHAS – 

EXCEPCIONES. 

 

El SINDICATO DE TRABAJADORES DEL MERCADO LIBERTAD 

MIRAMAR, con fecha 29 de enero del 2009, contesta la demanda, negando y 

contradiciendo la misma en todos sus extremos. 

 

Que, el SINDICATO DE TRABAJADORES DEL MERCADO LIBERTAD 

MIRAMAR,  es representado para todos los efectos por el Secretario General 

y el Secretario de Interior, siendo las únicas autoridad3es que ostentan poder 

para suscribir todo documento en nombró del sindicato, todo documento será 

nulo si falta la firma de alguno de ellos . 

 

Que, la demandante en el último párrafo de su petitorio no establece 

fehacientemente que documento lo ampara dicha venta, puesto que en el 

petitorio debe establecer fecha cierta para que cumpla de eficacia jurídica en 

el proceso, en este caso la petición solicitada se …en ambigua. No obstante 

en el supuesto contrato establecía en forma taxativa el precio pactado y los 

plazos  de pago, el cual la demandante no cumplió, sino unilateralmente se 

aprovechaba de la buena fe de las autoridades. 

 

La demandante en el segundo punto de su fundamento de hecho señala 

las cantidades que pago, mas no0 precisa por que pagaba por un periodo de 

14 años, no obstante tenía la obligación de pagar el precio pactado en un 

periodo de 2 años con 7 meses, según el supuesto contrato suscrito por el 
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hermano, Segundo Guillermo Hunambal Mío, quien ocupaba el cargo de 

Secretario General en ese entonces, hecho que habría perjudicaad0o a la 

institución. 

 

Con lo que se rechaza de forma categórica la aseveración de la 

demandante en el punto tres de la demanda, en la que afirma que ha 

realizado el pago, tal afirmación es falsa puesto que con la simple apreciación 

se corrobora la morosidad de la accionante, puesto que han transcurrido 14 

años, no obstante a ello, no ha cumplido, más aún ha aprovechado 

económicamente el inmueble. Se manifiesta que los recibos pagado al 

Sindicato, dichos pagos han sido recibidos por la prestación reciproca por el 

usufructo de la propiedad inmueble, por lo cual se le curso “Carta Notarial, 

para que satisfaga su prestación, dentro de un plazo no menos de 15 días, 

bajo apercibimiento de que, en caso contrario, el contrato quede resuelto. Si 

la prestación no se cumple dentro del plazo señalado, el contrato se resuelve 

de pleno derecho”.  

 

Que, SINDICATO DE TRABAJADORES DEL MERCADO LIBERTAD 

MIRAMAR, Invocan la «invalides del contrato de compra venta de setiembre 

de 1994, que realiza de forma ambigua el señor Guillermo Huanambal Mío 

secretario General del sindicato y Jenny Isabel Mostacero Mío» quienes son 

hermanos, además que se consigna el nombre del señor Jaime Sánchez 

Molina, Secretario de Interior, de quien aparece sus datos en el contrato mas 

no suscribe dicho contrato, teniendo poder para tal efecto, razón por la que 

amerita invalidez de dicho contrato, tampoco aparece el DNI de dicha 
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compradora, en los archivos del sindicato obra copia del contrato sin número 

de DNI y que en su escrito de subsanación de demanda aparece el DNI de la 

compradora a mano y que la firma del secretario General no coincide, el cual 

será analizado para el despacho. 

 

Por lo que el demandado  manifiesta que en varias ocasiones a tratado de 

llegar a un acuerdo con la demandante, tal es el caso que se le ha invitado a 

conciliar por intermedio de la Asociación de Conciliación Zevallos –Ortiz, el 29 

de setiembre del 2006, que por falta de acuerdo no se llevó a cabo dicha 

conciliación, el 15 de agosto del 2008 mediante carta notarial  nuevamente se 

reiteró la comunicación, las cuales no fueron acatadas, en consecuencia en 

las siguientes Cartas Notariales se le explica daño ocasionado y los perjuicios 

económico irreparables que ha ocasionado la demandante al prolongar los 

plazos de pago hasta por 14 años en forma unilateral y habiendo transcurrido 

excesivamente el plazo, se le hace de conocimiento que los pagos realizados 

se tomaran como pago por  el usufructo que ha hecho del bien durante los 14 

años que asciende a un monto de  16,800 dólares americanos (a razón de 

100 dólares americanos mensuales) «más la indemnización por daños y 

perjuicios que ascienden a 10, 000 mil dólares americanos». 

 

Finalmente mediante Carta Notarial de fecha 22 de octubre del 2008, se le 

precisa de forma clara y concreta a la demandante sobre la situación y se le 

concede un plazo de 15 días hábiles que regularice la deuda pendiente que 

ascendía la suma de 3,683.000 dólares americanos más los intereses legales 

para tal efecto debía de apersonarse a la oficina, al no acudir en su momento 
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se le comunica el contrato firmado en septiembre de 1994 es nulo en todos 

sus extremos puesto que solo fue suscrito unilateralmente por el Secretario 

General del sindicato cuanto había una autorización para ser suscrito por 2 

personas autorizas para que tenga validez. 

 

Por lo que se invoca EXCEPCION de oscuridad y ambigüedad en el modo 

de proponer la demanda, puesto a que desde la fundación del sindicato se 

estableció que los contratos serían suscritos por mínimo 2 personas de las 3 

autorizadas para la venta de los puestos, en consecuencia su pretensión no 

cumple con el artículo 424 inciso 5 del C.P.C; por lo que se aprecia que la 

demanda interpuesta no tiene claridad  y no habiendo cumplido en forma 

adecuada la pretensión el juzgado deber declarar  fundada la excepción 

planteada en estricta observancia de la ley. 

 

 Se interpone TACHA contra en Contrato de Compra Venta de setiembre 

de 1994, en razón que dicho documento carece de validez y eficacia, puesto 

a que en dicho documento se encuentra el nombre del secretario de interior 

mas no se encuentra suscrito por el mismo, con lo que invalida el acto 

jurídico, y esto constituye un ilegal y contraviene el Estatuto Interno del 

Sindicato y perjudica los interese de el mismo y los asociados. 
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IV. FOTOCOPIA (S) DE RECAUDO (S) Y PRINCIPALES MEDIOS 

PROBATORIOS. 
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V. SÍNTESIS DE LA AUDIENCIA ÚNICA. 

 

Siendo el 17 de abril del 2009, a las diez de la mañana, ante el Vigésimo 

Noveno Juzgado Civil de Lima; se apersono por la parte demandante doña 

JENNY ISBEL MOSTACERO MIO, identificada con DNI Nº 09644867, asistida 

po0r su abogado defensor Eugenio María Ramírez Cruz y con la concurrencia 

de l parte demandada SINDICATO DE TRABAJADORES DEL MERCADO 

LIBERTAD MIRAMAR. 

 

SANEAMIENTO PROCESAL: Que habiendo la demandada prepuesto la 

excepción de Oscuridad y Ambigüedad, se corre traslado a la demandante 

quien absolviendo dijo: solicito se declare infundada esta excepción ya que el 

petitorio es bastante claro, «otorgamiento de escritura pública», no creemos 

que por el solo hecho de haber firmado el secretario general sea oscura. 

 

El Juez expide la RESOLUCION NUMERO CINCO, en la que dilucida que 

la excepción planteada requiere que la oscuridad o ambigüedad sea grave tal 

es el caso que afecte o lesiones  el derecho a la defensa de la demandad y su 

derecho de prueba, así como impida un pronunciamiento claro y preciso en la 

sentencia sobre las pretensiones y hechos controvertidos formulados en la 

demanda, «situación que no ocurre en este caso, ya que fluye de la demanda» 

que el petitorio es Otorgamiento de Escritura publica y la dirige con el Sindicato 

de Trabajadores del Mercado Libertad, por lo tanto no se viola su derecho a la 

defensa y los hechos que describe en su escrito de demanda deben se materia 

de prueba en el proceso; por otro lado si la demanda fue contestada 
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adecuadamente por la demandada no es procedente esta excepción; Por 

cuyas razones se resuelve: declara infundada la excepción de oscuridad y 

ambigüedad en el modo de proponer la demanda. 

En ese estado el abogado de la parte demandada interpone recurso de 

APELACION contra la resolución expedida, concediéndole el plazo de 3 días 

para que el apelante cumpla con fundamentar la apelación y presente la tasa 

judicial respectiva. 

 

El sindicato de trabajadores del Mercado Libertad Miramar, con fecha 26 

de enero del presente año presento TACHA contra el contrato de compra-

venta de setiembre de 1994, por lo que en el acto trasladan a la parte 

demandada para que la absuelva; quien dijo: que  tacha debe ser declarado 

improcedente por que no procede declarar tacha del referido documento. 

 

En el acto se dispone Actuar el mérito probatorio cuestionado; Por lo que el 

Juzgado emite la RESOLUCIÓN NUMERO SEIS.- Que, la demandada tras 

interponer TACHA a los recibos Nº 54,60,66, 72, 116 y los recibos de fecha 5 

de julio del 2006, 20 de febrero del 2007, 19 de setiembre del 2007 y 14 de 

enero del 2008 al no señalar si esta tacha se funda en la nulidad o falsedad del 

documento cuestionado; «Que según el artículo 300 del CPC la tacha, la 

oposición o sus absoluciones que no cumplan con los requisitos son 

declarados inadmisibles por el juez en decisión inimpugnable», por lo que se 

declara INADMISIBLE de plano la tacha interpuesta. 
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Se ADMITEN los «medios probatorios de la parte demandante», en los 

instrumentales precisadas en los puntos 2, 4, 7, 8 y 10  del rubro medios 

probatorios. Con respecto al punto 9 se admite la declaración de parte que 

deberá absolver el emplazado, respecto al punto 5 se admite la partida literal, 

respecto a los puntos 1 y 3 se Inadmiten por constituir anexos. 

 

Así mismo se «admiten los medios probatorios de la demandada» 

precisada en los puntos 2, 3, y 4 del rubro medios probatorios del escrito de 

contestación de demanda, del punto 5 se admite la declaración de parte.  

En el acto se procede a abrir el sobre que contiene el pliego de  preguntas 

para que absuelva el secretario general de la demandad, la cual es rubricada 

por el señor Juez, por lo que el secretario respondió al pliego de la siguiente 

manera: Que él es secretario de  del sindicato, que no es verdad que el 

Sindicato le haya vendido a Jenny Mostacero Mío el puesto de venta en litigio, 

que si es verdad que la venta fue hecha en 1994 con la directivas anterior, que 

su hermano fue parte de esa, que la demandante «no ha cumplido con abonar 

el íntegro del precio pactado», que los recibos ofrecidos por la demandante no 

tiene el membrete del sindicato por lo que no son verdaderos y fueron 

observados por el Secretario, quien desde hace 3 años es dirigente. 

 

Se procede a abrir el pliego de preguntas para que la demandante 

responda: quien indica que ella tiene conocimiento que el secretario General 

tiene la facultad para vender puestos en el año que ella compro, que el 

contrato de compra venta tiene firma del secretario, y que casi todos los 

contratos de esas fechas fueron emitidos a una sola firma, que si bien es cierto 
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no abono a razón del monto fijado mensualmente peri si h abonado la cantidad 

pactada e incluso ha pagado en demasía. 

 

El juzgado realiza las siguientes preguntas a la demandante; para que 

precise porque razón conforme a sus respuestas de las 5 preguntas que se le 

hizo, habiendo pagado supuestamente la totalidad del precio del bien pactado 

por que razón se acercó y pago  80 dólares al sindicato a lo que respondió que 

en el 2006 fue la conciliación y ella debía una cuota y fue cancelando hasta el 

2008 era por el concepto de la deuda y que después de hacer sus cuentas se 

dio cuenta que había pagado demás es por esa razón que ella pago 1049.41 

dólares en exceso, que si no dejo constancia por los pagos realizado fue por 

que la que realizaba los pagos era su madre quien es socia fundadora del 

mercado. Que la única relación con el sindicato es el contrato de compra venta 

que tiene. 

Se le hace saber a los abogados que pueden haces uso de la palabra, el 

abogado de la parte demandante informa y el de la parte demandada se exime 

de informar. Asi concluye la audiencia  firmando los comparecientes en señal 

de conformidad.  
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VI. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DEL JUEZ ESPECIALIZADO. 
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VII. SÍNTESIS DE LA APELACIÓN DE LA SENTENCIA. 

 

El 14 de abril del 2009 «ante la mesa de partes de 28avo juzgado en lo 

civil de Lima, la demandada formula recurso de apelación contra la 

resolución número cinco, precisando que se ha vulnerado el Principio de la 

Legalidad y Tutela Jurisdiccional Efectiva», no habiéndose merituado los 

argumentos esgrimidos para deducir la Excepción de Oscuridad y 

Ambigüedad de la demanda, habiendo quedado claramente establecido en 

forma categórica que el ex Secretario general del Sindicato Don Segundo 

Guillermo Huanambal Mío no gozaba de las atribuciones para suscribir el 

contrato de compra venta  del bien materia de Litis  en representación del 

Sindicato, tampoco poseía poder otorgado por la asamblea de asociados 

inscrito en Registros Públicos, por lo que su intervención en el contrato resulta 

ineficaz. 

 

“El Recurso de apelación se interpone con la finalidad que el órgano 

jerárquico superior  revoque la resolución apelada que declara INFUNDADA 

la excepción de oscuridad y ambigüedad en el modo de proponer la 

demanda, dicha resolución ha incurrido en serios errores insalvables en el 

presente proceso, por lo que se solicita sea elevada al Superior Jerárquico 

que con un mejor criterio la reforme  declarando fundada la excepción 

planteada en todos sus extremos” 
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VIII. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DE LA SALA ESPECIALIZADA. 
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IX. SINTESIS DEL RECURSO DE CASACIÓN. 

 

 El sindicato de Trabajadores del Mercado Libertad Miramar , no etsando 

conforme  con la sentencia de Vista  de fecha 03 de setiembre del 2009, 

interpone recurso de casacion solicitando la nulidad total de la Sentencia de 

Vistos en consercuencia de la nulidad, revoque la sentencia venida en grado y 

reformandole la declare improcedente la demanda, conforme a la sentencia de 

fecha 30 de abril del 2009, emitida por el 28avo Juzgado Civil de Lima por infringir 

las  normas legales, articulo 84 del C.C. 

 

El sindicato de trabajadores del Mercado Libertad Miramar, es una 

«asociacion  legal inscrita en los  Registros Publicos; y que con fecha 19 de abril 

de 1993 en Asamblea Extraordinaria  se acordo por unanimidad dar poder a tres 

representantes de la directiva, con la finalidad de que en forma conjunta puedan 

efectuar la suscripcion de minutas, escrituras publicas entrwe otros, en 

representacion del Sindicato, en todos los casos los documentos pueden adquirir 

validez legl con la firma de 2 de los 3 referidos, en ningun caso tendra validez con 

una sola firma de un representante cuyo poder se encuentra inscrito en SUNARP. 

 

En plena vigencia del poder antes mencionado, el miembro de la 

Asociacion Segundo Guillermo Huanambal Mio, a titulo personal con 

conocimiento del acuerdoen la asambrea del 19 de abril de 1993, cin 

conocimiento de los otros miembros autorizados para suscribir contratos, emite un 

contrato de compra-venta de un puesto de venta del mercado  a favor de sumedia 

hermana por la suma de siete mil dolares americanos como se aprecia en la 
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clausula segunda de dicho contratoy donde se fija que las  mensualidades son a 

razon de 200 dolares americanos, se deja constancia que desde la fecha de 

suscripcion del supuesto contrato han trascurrido 15 años a la fecha sin haber 

sido regualrizo precisamente por haber infringido el acuerdo de la Asablea 

Estraordinaria. 

 

 De igual forma se ha infracionado el Art. 219 nuemral 6, que establece “La 

nulidad del Acto Juridico, cuando no resvista la forma prescrita bajo sancion de 

nulidad”,  por lo que todo documento debe estar suscrito por dos  representantes 

como minimo, sim embargo el documento materia de autos solo tiene la firma de 

un solo representante, en consecuencia no cumple con la forma prescrita, por lo 

que la sexta sala civil al resolver no ha considerado los articulos 84 y 219inc. 6 del 

codigo cil. 

 

La Sexta Sala Civil, al revocar la sentencia del 28 juzgado Civil de Lima 

agravia los derechos e intereses del Sindicato de Trababqadores al convalidar un 

contrato de conpa venta qie no tiene validez legal, el cual a ocasionado perdidas 

economcas en perjuicio del sindicato , en razon a este documento apocrifo la 

accionate no paga  eñl alquiler del puesto que ocupa durante 15 años, agraviando 

los interese economicos y legales del sindicato. 
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X. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DE LA CORTE SUPREMA: CASACION O 

SENTENCIA. 
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XI. DIEZ JURISPRUDENCIAS DE LOS ÚLTIMOS 10 AÑOS QUE HUBIEREN 

SIDO RESUELTOS POR EL ÓRGANO JURISDICCIONAL Y COMPETENTE, 

CON LA INDICACIÓN DE LA SUMILLA DE EXPEDIENTES, SU NÚMERO Y 

EL AÑO. 

1.  

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DEL PERU 

SALA CIVIL TRANSIORIA 

CASACIÓN Nº 867-2017 – LORETO 

SUMILLA: “Es jurídicamente imposible amparar la demanda de 

otorgamiento de escritura pública de un auto privado inexistente, en tanto 

si eso ocurriera el órgano jurisdiccional suplantaría la voluntad de las 

partes.” 

 

2.  

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DEL PERU 

SALA CIVIL PERMANENTE 

CASACIÓN Nº 122-2015 – LIMA NORTE 

SUMILLA: “en el otorgamiento de escritura pública solo se discute: a) si se 

celebró o no, el acto jurídico que es materia de normalidad y b) si quien 

intervino en la celebración está obligado a otorgarla”. 

 

3.  

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DEL PERU 

SALA CIVIL TRANSITORIA 

CASACIÓN Nº 939-2014- LIMA 
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SUMILLA: “La falta de -fehaciencia- a que alude el Colegiado Superior 

debe ser entendida en el sentido que tal documento no le causa convicción 

sobre su contenido, debido a que solo consta en copia simple, esto es, sin 

certificación de firmas de los supuestos otorgantes. Esta conclusión está 

plenamente justificada en virtud de la facultad que concede al artículo 197 

del Código Procesal Civil a la magistratura; es decir, la Sala utilizando su 

sana crítica y valorando el documento conjuntamente con otras 

consideraciones como la conducta del actor (nótese que también ha 

reparado en la falta de probidad del actor que al inicio del proceso de 

otorgamiento de escritura pública hizo notificar a la demandada en un 

domicilio que no le correspondía y además, falseó la verdad cuando 

manifestó que había requerido verbalmente a la parte demandada para 

que cumpla con otorgar la escritura pública, cuando ésta había fallecido el 

doce de diciembre de mil novecientos noventa y ocho) y el análisis de los 

testimonios de los testigos, ha concluido que el documento en mención no 

le causa convicción.” 

 

4.  

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DEL PERU 

SALA CIVIL PERMANENTE 

CASACIÓN Nº 999-2014 - LIMA 

SUMILLA: “El otorgamiento de la escritura pública, no constituye un 

requisito de validez del acto jurídico de compraventa, no siendo necesaria 

su estipulación expresa en alguna de las cláusulas que lo componen, pues 
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constituye una obligación (elemento natura) a cargo del vendedor por 

mandato de la ley- articulo 1412 y 1549 del Código Civil” 

 

5.  

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DEL PERU 

SALA CIVIL PERMANENTE 

CASACIÓN Nº 104-2016 -  DEL SANTA 

SUMILLA: “En el presente caso, el contrato cuya solemnidad se persigue 

únicamente trasfiere la posesión; entonces mal puede pretenderse el 

otorgamiento de escritura pública de la misma; pues de conformidad con el 

artículo 1549 del Código Civil, la obligación del vendedor de perfeccionar la 

transferencia solo está referida a la propiedad, mas no a la posesión”. 

6.  

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DEL PERU 

SALA CIVIL PERMANENTE 

CASACIÓN Nº 1487-2014 - HUAURA 

SUMILLA: “Otorgamiento de Escritura Pública. Los procesos de 

otorgamiento de escritura pública tienen como finalidad formalizar un acto 

preexistente. Ello se desprende del propio mandato del artículo 1412 del 

código civil, ubicado en el Libro de Contratos, y de las exigencias derivadas 

del artículo 1549 del mismo cuerpo legal. Por lo demás, la formalización de 

los contratos (en específico de la compraventa) no es solo es un asunto 

que interese a los particulares, sino que también importan a la sociedad, en 

orden a la protección de la propiedad y al tráfico comercial que conlleva 

ésta”. 
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7.  

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DEL PERU 

SALA CIVIL PERMANENTE 

CASACIÓN N° 1032-2015, HUAURA 

SUMILLA: “El proceso de otorgamiento de escritura pública, no es 

exclusivo para contratos de compraventa, sino a todo acto jurídico, salvo 

aquellos para los que la norma exija formalidad alguna bajo sanción de 

nulidad. Artículo 1412 de C.C”. 

 

8.  

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DEL PERU 

SALA CIVIL PERMANENTE 

CASACIÓN Nº 4030-2016 - AREQUIPA 

SUMILLA: “Precedente vinculante.- Se puede precisar que es una norma 

que se extrae de la interpretación de un acto decisorio en un caso 

concreto, a partir de los hechos probados y de la justificación, que sirve 

para resolver casos futuros, siempre que , el material factico o hechos 

probados, de estos posea un grado de identidad suficiente respecto del 

material factico del caso pasado, esto es, que busca que un caso 

sustancial semejante sea resuelto de igual manera por el resto de los 

operadores de justicia”. 
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9.  

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DEL PERU 

SALA CIVIL PERMANENTE 

CASACIÓN Nº 5034-2017 - LIMA 

SUMILLA: “Corresponde verificar el cumplimiento de los requisitos de 

procedencia, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 388 del Código 

Procesal Civil, modificado por la Ley Nº 29364. 1. Respecto a lo 

establecido en el inciso 1del artículo señalado, el impugnante no dejó 

consentir la resolución de primera instancia que le fue adversa, por lo que 

cumple con este requisito. 2. En cuanto a la descripción con claridad y 

precisión de la infracción normativa o el apartamiento del precedente 

judicial, referido en el inciso 2 del artículo 388 del Código citado” 

 

10.  

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DEL PERU 

SALA CIVIL PERMANENTE 

CASACIÓN Nº 4442-2015 - MOQUEGUA 

SUMILLA: “El proceso sumarísimo de otorgamiento de escritura pública es 

un proceso plenario rápido, en tanto no presenta limitaciones en torno a las 

alegaciones que podrían formular las partes o los medios probatorio a que 

podrían aportar a la relación  al fondo de la controversia, sin perjuicio de 

las restricciones impuestas por el artículo 559 del Código Procesal Civil. En 

un proceso de otorgamiento de escritura pública el Juez puede declarar de 

oficio, la nulidad manifiesta del negocio jurídico que se pretenda formalizar, 
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pero siempre que, previamente haya promovido el contradictorio entre las 

partes en la forma señalada en el fundamento 60”. 
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XII. DIEZ DOCTRINAS ACTUALIZADAS Y COMENTADAS UTILIZANDO EL 

ESTILO APA ÚLTIMA EDICIÓN, EN LAS DOCTRINAS CITADAS DEBEN 

FIGURAR EL COMENTARIO PERSONAL DE ÉSTAS. 

 

1. Díaz Salazar, (2019), en su tesis describe que la “escritura pública 

tiene un particular vínculo con la seguridad jurídica dentro de 

nuestro ordenamiento, pues su finalidad es revestir a un acto 

jurídico –compraventa en este caso- de una formalidad que no 

obtiene en primera instancia, pues la sola obligación de enajenar un 

bien, transfiere la propiedad del mismo; es decir, para que la 

seguridad jurídica sea eficiente y proteja a la propiedad adquirida 

como se espera, se requiere que el contrato se lleve a cabo en sede 

notarial mediante escritura pública, pues el hacerlo la posibilita para 

ser inscrita en el Registro Público correspondiente. Cabe mencionar, 

que dichas instituciones se encuentran íntimamente vinculadas, de 

modo tal que las mismas se complementan en aras de alcanzar la 

tan ansiada seguridad jurídica”. 

 

La búsqueda de la “seguridad jurídica es uno de los fines que 

se espera obtener en el tráfico de bienes, con ella, la garantía de la 

circulación de la riqueza y, por ende, el logro de la celeridad. Es por 

esto que la seguridad constituye, junto al orden y la justicia, uno de 

los fines sobre los cuales se encuentran sustentadas la existencia y 

la necesidad del Derecho”. 
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2. Huayama Guerrero, (2018) en su tesis  describe  que: “Uno de los 

problemas que se presenta en nuestro país, es en base a la 

regulación de la imprescriptibilidad de la acción del otorgamiento de 

escritura pública de contratos traslativos de propiedad y su 

respectiva inscripción en los registros públicos frente a la 

inexistencia de mecanismos de defensa que garanticen su vigencia 

en el tiempo; este sistema de titularidades genera muchas veces 

cierta confusión , porque, si bien es cierto en nuestra legislación 

nadie está obligado salvo excepciones a inscribir su derecho de 

propiedad lo cual conlleva a que se genere una disociación entre 

registro y realidad ante la falta diligencia de quien adquiere, o a 

favor de quien se otorga una titularidad por no haber culminado la 

formalización de su contraprestación mediante el título que le 

permitiría acceder al registro ; es decir a través del otorgamiento de 

la escritura pública”. 

 

3. Para el doctrinario  Arauco, 2017, el otorgamiento de escritura 

pública por lo general se da en los contratos sobre bienes inmuebles 

inscritos, pero también, no se puede desconocer que no solo tales 

contratos son pasibles de acceder al registro tenemos entre ellos 

tales como los contratos mediante los que se constituyen derechos 

reales menores tales como usufructo, servidumbre ,uso ,habitación 

,superficie, contratos mediante los que se constituyen derechos de 

garantía como hipoteca ,anticresis, garantía mobiliaria y los 

contratos que mediante los cuales se constituyen determinadas 
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situaciones jurídicas que no llegan a calificar como derechos reales 

por ejemplo el arrendamiento, opción, reserva de dominio, etc. 

 

“Para el autor el sistema jurídico debería permitir su 

formalización, otorgándoles a las partes el derecho de exigirse 

recíprocamente la firma de la escritura pública para que así la 

situación generada acceda al registro mientras estos se encuentren 

vigentes”. 

 

4. Según la Revista de Jurisprudencia Peruana , (2017) 

establece que “El otorgamiento de escritura pública es entendido por 

la jurisprudencia como un deber de las partes de perfeccionar el 

contrato”.  Ante el incumplimiento de este deber, "el propietario 

podrá iniciar este proceso, atendiendo a los artículos 1412 y 1549 

del Código Civil, a fin de que la parte renuente firme la escritura de 

formalización y si a pesar del mandato judicial se mantiene en su 

negativa, es el juez quien se sustituye en el obligado”, (pág. 56)  

 

En nuestra «jurisprudencia advierte la verdadera finalidad del 

proceso de otorgamiento de escitura pùblica, lo cual es formalizar la 

celebracion de un acto juridico mas no dicernir  sobre la validez o 

eficacia del acto juridico». 

 

5. Para Tantalean Odar, (2014) “cuando se demanda el otorgamiento 

de escritura pública nos encontramos ante una obligación cuya 
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prestación es de hacer. Y lo que se tiene que hacer o elaborar es la 

escritura pública que sustente al acto jurídico ya preexistente que se 

quiere documentar de modo oficial o público, para gozar con algo 

más de certeza o seguridad jurídica”. 

 

¿Cuál es la finalidad del «proceso de otorgamiento de 

escritura pública? Tiene por finalidad dar una mayor seguridad a la 

celebración del acto jurídico, brindándole solemnidad o formalidad 

revestida de garantías (Cas. N° 2069-2001-Arequipa, 03/07/2002)». 

 

6. Benites Domínguez, (2017) en su tesis describe que: “En el 

proceso de otorgamiento de escritura pública solamente se busca 

revestir de determinada formalidad el acto jurídico, no discutiéndose 

en esta vía los requisitos para su validez, de allí que se sustancia en 

la vía sumarísima. El hecho de que en un proceso judicial se 

pretenda el otorgamiento de una escritura pública no impide que en 

otro proceso se pretenda declarar la invalidez del acto jurídico 

contenido en dicho instrumento, pues entre ambas pretensiones no 

existe identidad de petitorios, lo que ha de sustanciarse en vía de 

conocimiento” (Cas. N° 2952-2003-Lima, El Peruano, 31/03/2005). 

 

7.  Fernandez, Rodriguez, & Vera, (2019) en su tesis «El plazo de la 

prescripción de la acción del comprador para solicitar el 

otorgamiento de la Escritura Pública y la Vulneración al 

derecho de propiedad en el Perú»,  nos dicen que el 
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«Otorgamiento de Escritura Pública constituye una formalidad del 

contrato de compraventa, por tanto, este acto no tendría existencia 

jurídica sin la existencia previa, en el caso de autos, del contrato de 

compraventa y siendo petitorio del proceso principal la Nulidad 

Absoluta de la Escritura Pública de traslación de dominio, del acto 

jurídico que lo contiene, nulidad y cancelación ante la Oficina 

Registral y Reivindicación y Entrega Material de parte del predio, 

carece de asidero lo alegado por la recurrente en el sentido que se 

ha demandado la nulidad de la Escritura Pública de Compraventa y 

no la nulidad de la minuta que le dio origen la Cas. N° 795-2000-

Junín -2002». 

 

8. En los procesos de otorgamiento de escritura pública «es cada vez 

más frecuente encontrarse con el siguiente escenario: el comprador 

demanda el otorgamiento de escritura pública contra su vendedor, 

así también, contra quien le transfirió a este último la propiedad. Lo 

particular de estos casos es que quien aparece como titular registral 

es el vendedor del vendedor del demandante (a veces, incluso, en 

una cadena más larga de transferencias), por lo que pide en su 

demanda, en primer lugar, el otorgamiento de escritura pública de 

su vendedor» y “vía tracto sucesivo” que el vendedor de su 

vendedor cumpla, también, con otorgarle a este último la escritura 

pública. Valenzuela, (2018). 
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9. «Existen  autores que sostienen y defienden la existencia de un 

derecho a la escritura pública, en el sentido que la consideran una 

extensión del derecho de propiedad», sobre lo señalado  (Pasco, 

(2017) sostiene que: “Ante la existencia de un derecho a la escritura 

pública, por lo que he señalado, que puede contemplarse como un 

derecho imprescriptible. Cuando la demanda de otorgamiento de la 

escritura pública la inicia el comprador (propietario), como su 

derecho es perpetuo (no lo pierde por el no uso), por ello, debiera 

ser imprescriptible”. 

 

10.  Asimismo (Machicado, 2013) “deja claro los caracteres de la 

prescripción extintiva - Se necesita que transcurra el plazo establece 

el Código Civil (1984) - Conlleva a la producción de un negativo. 26 - 

La aplicación de la prescripción extintiva aplica a obligaciones 

(derechos personales) - Su fundamento es la inactividad de la 

persona que tenía la acción de realizarlo. - La consecuencia directa 

es extinguir la acción del comprador”. 
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XIII. SÍNTESIS ANALÍTICA DEL TRÁMITE DEL PROCESO EN EL SISTEMA 

PROCESAL CIVIL. 

 

FUNDAMENTOS DE LA APELACION.-La señora JENNY MOSTACERO 

MIO, presenta su escrito de demanda sobre OTORGAMIENTO DE 

ESCRITURA PÚBLICA en contra del SINDICATO DE TRABAJADORES 

DEL MERCADO LIBERTAD MIRAMAR, del distrito de San Miguel, quienes 

se niegan a otorgarle dicho documento pese a haber realizado el pago 

completo pactado en el contrato de compra venta, que si bien es cierto no 

cancelo las cuotas de acuerdo al contrato, pero que si cumplido con el pago 

total del precio pactado e incluso pago mil dólares de más, como se puede 

aprecias hasta este punto la señora Jenny reclama un derecho que le 

corresponde y que el sindicato se niega cumplir. 

 

Que en audiencia única el juez del 28avo juzgado declarando 

Infundada la Excepción de Oscuridad y Ambigüedad, emitiendo la  

resolución número cinco y en por consecuente saneado el proceso y la 

existencia de una relación jurídica procesal valida entre las partes. Cabe 

mencionar que la «Excepción de Oscuridad y Ambigüedad se produce 

cuando en el tenor de la demanda no se encuentra precisada con claridad la 

pretensión  o pretensiones del demandante, y en tal sentido impide el cabal 

ejercicio del derecho de contradicción de los emplazados»; se entiende 

entonces que esta «excepción no versa sobre  el fondo del asunto,  

únicamente cuestiona los aspectos relativos a una mejor comprensión por 

parte del Juez y del sujeto pasivo del proceso de los demandado». Así por 
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ejemplo la demanda seria oscura cuando en el petitorio de la demanda 

indique más de una pretensión y que no tengan vinculación al demandante y 

Ambigua cuando contenga posiciones contradictorias. 

 

Que no es materia de controversia los requisitos de validez del acto 

jurídico; por lo que debe tenerse en cuenta que el demandado, debidamente 

representado por su Secretario General Segundo Guillermo Huanambal Mío, 

trasfirió el predio, teniendo suficiente asidero legal la «demanda de 

otorgamiento de escritura pública» debe tomarse en cuenta, que el hecho 

que cuando el demandado vendía los locales comerciales, todos los 

contratos eran solo con la firma del Secretario General y una vez cancelados 

se les otorgan la correspondiente escritura pública por lo que el requerir un 

exceso del «pago del precio del bien inmueble que no obra en el contrato  y 

bajo esos términos entregar la escritura pública, conforme se aprecia en el 

acta de conciliación Nº 400-420-2006 resulta ser un abuso del derecho». 

 

FUNDAMENTOS DE LA SALA.-Por otro lado, en relación a la 

impugnación «contra la sentencia contenida en la resolución número 

nueve», se debe precisar que el proceso es sobre Otorgamiento de Escritura 

Pública, por lo que se tiene que tener presente «que el artículo 1412 del 

Código Civil regula los alcances del otorgamiento de la escritura pública, 

estableciendo que si por mandato  de la ley o por convenio». Que en materia 

de acto jurídico debe distinguírselos actos con formalidad ad solemnitatem. 

Que de acuerdo al artículo 140º del código civil, las partes pueden utilizar la 

forma que consideren conveniente; «conforme al artículo 1549º del código 
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civil es obligación esencial del vendedor perfeccionar la transferencia de la 

propiedad del bien, obligación que comprende también otorgar la escritura 

pública., como resulta de la interpretación de la norma citada, concordante 

con el artículo 1412 del C.C ». 

 

La no suscripción del contrato por parte del señor Jaime Sánchez 

Molina, es lo que estimo el AQUO para declarar improcedente la demanda, 

ya que según indica que  se contravino lo indicado por la Asamblea General 

Extraordinaria del 19 de abril de 1993,   donde se otorgó òderes para que 2 

de los 3 autorizados firmaran dichos contratos y al no tener la suscripción 

conjunta del contrato,  por lo que en su consideración no resulta procedente 

formalización del contrato de compraventa, si bien es cierto conforme a lo 

mencionado en el párrafo anterior dicho contrato no tiene  la suscripción 

conjunta de los dos apoderados del sindicato, sin embargo no se puede 

desconocer la existencia del referido contrato, debiéndose considerar por un 

lado que la demandada curso cartas notariales a la demandante precisando 

que  aquella tenía la obligación de pagar. 

 

Y que la emplazada reconoció las referidas cartas notariales que la 

accionante realizo pagos demostrados con los recibos presentado, es por 

eso que el presente “proceso Sumarísimo, no se discute la validez o eficacia 

del acto jurídico o eficacia del acto jurídico contenido en el contrato de 

compraventa, lo que si resulta objeto de análisis es la existencia del contrato 

de compraventa y la obligación de vendedor” cumplir con la formalidad de 

otorgar escritura pública, debiéndose considerar que en merito a su 
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naturaleza ad probationem, la existencia de la misma solo resulta ser un 

medio de prueba para acreditar la existencia del acto jurídico, lo cual no 

limita en modo alguno el ejercicio del derecho de acción de alguna de las 

partes, a efectos de «dilucidar en un proceso más lato, respecto a la 

clasificación del respectivo acto jurídico». 

 

Por lo que el colegiado de la Sala Civil considera que hay suficientes 

elementos que acreditan no solo la existencia del contrato de compra venta, 

cuya protocolización se pretende, sino también la obligación del vendedor de 

expedir la escritura en favor de la demandante; sin perjuicio a dejar a salvo 

su derecho a fin de hacerlo vales con arreglo a  ley, «respecto a la validez o 

ineficacia del acto jurídico en el contenido», según corresponda. Por estos 

fundamentos CONFIRMARON la resolución número cinco dictada en 

audiencia Única, REVOCARON la «sentencia contenida en la resolución 

número nueve en el extremo que declara improcedente la demanda», 

reformándola declaran fundada la demanda, en consecuencia ordenaron 

que la demandada Sindicato de Trabajadores Libertad Miramar cumpla con 

otorgar la escritura pública de compra venta del puesto comercial. 

 

FUNDAMENTOS DE LA CASACIÓN.-  pues conforme al artículo 384 

del C.P.C. es de puro derecho y no versa sobre hechos y pruebas, «en 

consecuencia el recurso presentado por la demandada no reúne los 

requisitos de procedencia consistentes en demostrar la incidencia directa de 

la infracción sobre la decisión impugnada, por lo que su denuncia es 

improcedente».  
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“En cuanto a la infracción normativa del artículo 219, numeral 6 del 

Código Civil. Establece la nulidad del acto jurídico cunado no revista la 

forma prescrita bajo sanción de nulidad, el recurrente fundamenta que todo 

documento, minuta o escritura pública”, debe tener la firma de dos 

representantes como mínimo; sin embargo, el documento solo tiene la firma 

de un representante en consecuencia no cumple con la forma prescrita, por 

tanto, es nulo. 

 

La norma antes citada “regula la nulidad de acto jurídico y como tal 

resulta impertinente para resolver el presenta caso que versa sobre 

otorgamiento de escritura pública”, donde claramente la sentencia de vista 

ha determinado que en este proceso sumarísimo de otorgamiento de 

escritura pública no se discute la validez o eficacia del acto jurídico 

contenido en el «contrato de compraventa, pues lo que resulta ser objeto de 

análisis es en principio, es la existencia del contrato de compraventa y la 

obligación de vendedor cumplir con la formalidad de otorgar escritura 

pública», debiéndose considerar que en merito a su naturaleza ad 

probationem, la existencia de la misma solo resulta ser un medio de prueba 

para acreditar la existencia del acto jurídico, lo cual no limita en modo alguno 

el «ejercicio del derecho de acción de alguna de las partes, a efectos de 

dilucidar en un proceso más lato, respecto a la clasificación del respectivo 

acto jurídico. Por consiguiente , en este extremo der recurso no cumple con 

los requisitos de claridad y precisión», ni demuestra la incidencia directa de 

la infracción sobre la decisión impugnada, previsto en el artículo 388, inciso 
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2 y 3 del C.P.C, «por lo que deviene en improcedente, en base a estos 

fundamentos la Sala Suprema declaro IMPROCEDENTE el recurso de 

casación interpuesto por el sindicato de Trabajadores Libertad Miramar a 

fojas ochenta Y UNO, contra la sentencia de vista del tres de setiembre de 

dos mil nueve, en los seguidos por Jenny Mostacero Mío. 
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ANEXO 1: EVIDENCIA DE SIMILITUD DIGITA 
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